	

	 

	En Mendoza, a dieciséis días del mes de junio del año dos mil once, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa n° 100.565, caratulada: "P. G. S. EN J° 53.770/35.085 B. d. P. M. C. Y OTS. P/ DIVORCIO CONCENSUAL S/ INC. CAS.". 

Conforme lo decretado a fs. 57 se deja constancia del orden de estudio efectuado en la causa para el tratamiento de las cuestiones por parte de los Señores Ministros del Tribunal: primero: DR. JORGE H. NANCLARES; segundo: DR. FERNANDO ROMANO; tercero: DR. MARIO ADARO. 

ANTECEDENTES: 

A fs. 13/19, el Sr. G. P., por derecho propio, plantea recursos de Inconstitucionalidad y Casación en contra de la sentencia dictada a fs. 69/71 vta. de los autos n° 53.778/35.085, caratulados: "B. d. P. M. C. Y G. S. P. P/ DIVORCIO" por la Segunda Cámara de Apelaciones de la Primera Circunscripción Judicial. 

A fs. 32 se admiten formalmente los recursos deducidos, y se ordena correr traslado a la parte contraria. A fs. 35/38 contesta traslado la Sra. M. C. B., quien solicita el rechazo de los recursos, con costas. 

A fs. 49/51 vta. corre agregado el dictamen del Procurador General, quien por las razones que expone, aconseja hacer lugar a los recursos intentados. 

A fs. 54 se llama al acuerdo para dictar sentencia y a fs. 57 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTION: ¿Son procedentes los recursos de Inconstitucionalidad y Casación interpuestos? 

SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

TERCERA CUESTIÓN: Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. JORGE HORACIO NANCLARES, DIJO: 

I. RELACIÓN SUCINTA DE LOS HECHOS DE LA CAUSA. 

Entre los hechos relevantes para la resolución del recurso interpuesto, se destacan los siguientes: 

El 16/05/1985, por autos n° 53.770, ante el Séptimo Juzgado en lo Civil, la Sra. B. y el Sr. P., de mutuo acuerdo y por presentación conjunta, solicitan se declare el divorcio de ambos, conforme el régimen vigente a esa época, concretamente, de acuerdo a los términos del art. 67 bis de la Ley 2393. En el mismo acto, acuerdan respecto al régimen de tenencia de los hijos menores, el régimen de visitas y convienen sobre la liquidación de la sociedad conyugal. Respecto a esto, identifican y detallan los bienes que componen la sociedad conyugal y señalan el modo en el cual se realizará la adjudicación de los mismos. 

Luego del trámite de rigor, el 25/10/1985, el Juez dicta sentencia que resuelve hacer lugar al divorcio por culpa de ambos cónyuges, disponiendo la disolución de la sociedad conyugal; y homologar el convenio celebrado por las partes y tenerlo por ley para las mismas, respecto de tenencia de los hijos menores, régimen de visitas y división de bienes de la sociedad conyugal. 

Dicha sentencia no fue notificada a las partes ni tampoco inscripta en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas correspondiente, pero el convenio respecto a la división de los bienes comenzó a ejecutarse. 

Por otro lado, independientemente de lo resuelto en dicho expediente, el 16/04/91, en los autos n° 107.421 y ante el Sexto Juzgado en lo Civil, se presentan también de mutuo acuerdo y solicitan el divorcio vincular. La sentencia haciendo lugar al divorcio se dicta el 02/09/91, es notificada e inscripta en el Registro Civil correspondiente. Allí nada se dijo del régimen de división de bienes de la sociedad conyugal. 

El 10/08/2009, a solicitud del Sr. P., se le notifica a la Sra. B. en su domicilio real, la sentencia de divorcio dictada en los autos n° 53.770. 

Dentro de los cinco días, la Sra. B. interpone recurso de nulidad en contra de tal sentencia que hace lugar al divorcio, decreta la disolución de la sociedad conyugal y homologa el convenio de división de bienes. Sostiene que esa sentencia es nula de nulidad absoluta, por cuanto, en los autos n° 107.421 originarios del Sexto Juzgado Civil, las mismas partes se presentaron el 16/04/91 y obtuvieron sentencia de divorcio vincular y disolución de la sociedad conyugal. Agrega que esta última sentencia fue debidamente notificada a las partes, por lo que se encuentra firme y ejecutoriada. Asimismo, se tomó nota marginal del divorcio en el Acta de Matrimonio. 

Al contestar el traslado el Sr. P., se opone al planteo de nulidad y acompaña copia de escritura de compra venta de uno de los inmuebles que formaron parte del convenio homologado, celebrada el 15/03/1988, en la cual consta que los Sres. P. y B. declaran encontrarse divorciados judicialmente según sentencia de fecha 25/10/1985 emanada de los autos n° 53.770. 

A fs. 69/71 vta., la Segunda Cámara de Apelaciones en lo Civil, hace lugar al recurso interpuesto y, en consecuencia, ordena el archivo de la presente causa n° 53.770, por haber pasado en autoridad de cosa juzgada la sentencia recaída en los autos n° 107.421 tramitados ante el Sexto Juzgado Civil. Razona del siguiente modo: 

- La sentencia de fs. 18 y vta. contiene el acogimiento de la demanda de divorcio deducida por presentación conjunta por María C. B. de P. y G. S. P., la disolución de la sociedad conyugal y la homologación del convenio que celebraran las partes respecto de la división de bienes, el régimen de visitas y la tenencia del entonces único hijo menor de los esposos. 

- Ningún otro trámite se desplegó en la causa hasta la notificación de la sentencia a la Sra. B. realizada el 10 de agosto del año 2.009 (fs. 21 vta.). 

- Los cónyuges se presentaron nuevamente en conjunto el 16 de abril del año 1.991 (fs. 9 de los autos n° 107.421), esta vez ante el Sr. Juez del Sexto Juzgado en lo Civil de Mendoza, acordando solamente que el hijo menor quedaría bajo la tenencia de la progenitora. 

- Las partes no hicieron alusión alguna a este expediente que contaba con sentencia, en ese entonces sin notificar, por lo que, cumplidos los trámites del caso, en esta nueva causa por divorcio se llegó a la decisión que luce a fs. 22 y vta., la que fue notificada a las partes y al abogado que los asistió (fs. 24/26) y el divorcio allí decretado quedó debidamente registrado, conforme se desprende del informe de fs. 29. 

- La Corte Nacional ha explicado que "...lo relativo a la sociedad conyugal es materia alcanzada por el orden público y que frente a un régimen legal que fija causas taxativas de su disolución, entre las cuales no se encuentra el mutuo consentimiento de los esposos, sólo cabe admitir que los convenios de partición previos a esa etapa tengan efectos a partir de la sentencia que pone fin a la comunidad. Una solución como la que se desprende del fallo apelado implicaría admitir que en un tiempo en que existía la sociedad conyugal su régimen patrimonial fue cambiado por voluntad de los cónyuges (arg. arts. 236, segundo párrafo 
y 1306 
del Código Civil)", agregando el voto seguido que ... "Que la circunstancia de que en autos haya existido principio de ejecución del acuerdo, al punto de que sólo quedaba pendiente de cumplimiento el pago de las cuotas por el apelante, no puede alterar tal conclusión ni justificar el punto de partida para el cómputo de los intereses que establece el a quo, pues además de que importaría dejar de lado lo pactado por las partes en punto a dichos accesorios, tal conclusión prescinde de considerar que mediaba indivisión de la sociedad conyugal y que la falta de eficacia del convenio obedeció a la conducta de la cónyuge que desistió del primer juicio de divorcio" (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 28/09/2004, C., E. R. c. G., I. N., LA LEY 2005-A, 766, Cita Fallos Corte: 327:3952). 

- La carencia de una absoluta analogía entre un caso y el otro, está dado porque en aquél una de las partes había desistido del juicio por divorcio mientras que en el que hoy nos ocupa ambos cónyuges escondieron al Juez de la segunda causa la existencia de la primera -por razones que sólo ellos conocen- , pero la solución no varía. 

- Mientras no se dicte sentencia firme en el proceso de divorcio la sociedad conyugal conserva su plena virtualidad, esto es la sentencia constituye el estado jurídico nuevo y disuelve la sociedad conyugal; sin ella el derecho permanecerá incambiado. 

- No obsta a ello que, tal como se ha expresado, el convenio de disolución efectuado en el año 1.985 podría considerarse sujeto a la condición suspensiva de una sentencia homologatoria, para adquirir validez, pues, en el caso, tal construcción no tiene viabilidad. 

- Ello así, por cuanto la sentencia apelada que lo homologó carece de firmeza y, como veremos, el dictado sobreviniente de la recaída en los autos n° 107.421 enervó cualquier efecto que, sin notificación ni registración, producía antes de ello. 

- Tampoco es óbice a la solución que propongo el cumplimiento de lo convenido, dado que como expresa el voto disidente en el fallo de la Corte Nacional citado, no cabe prescindir "... de considerar que mediaba indivisión de la sociedad conyugal y que la falta de eficacia del convenio obedeció a la conducta de la cónyuge que desistió del primer juicio de divorcio". En nuestro caso, tal falta de validez devino de la actitud remisa de ambas partes. 

- Luego, si no había división en la época en que se realizaron actos relacionados con los bienes de la sociedad conyugal, a los mismos les cabe la aplicación del derecho común, y no el especial del régimen patrimonial del matrimonio en cuanto a división de la sociedad se refiere, tanto en las relaciones entre las partes como respecto de terceros. 

- La notificación de la sentencia de autos tiene como finalidad la co-existencia de dos sentencias sobre el mismo objeto, por la misma causa invocada por idénticos sujetos (el cambio de régimen jurídico no ha modificado el objeto, sino los efectos de la sentencia que lo declara), por lo que se verifican los recaudos de la cosa juzgada. 

- Si siguiéramos la tesitura del apelado -a mayor abundamiento- tendríamos dos sentencias: una que retrotrae la disolución de la sociedad conyugal al 16 de abril de 1.991 y otra que da validez a un convenio sobre la mentada disolución al 16 de mayo de 1.985, dictadas por dos jueces distintos que no conocieron el otro proceso. 

- Por lo expuesto, si mi opinión es compartida por mis distinguidos colegas que hoy integran el tribunal, propongo se acoja el recurso de apelación y, en consecuencia, se ordene el archivo de la causa por mediar cosa juzgada, conforme lo determina el art. 176 I) 
del C.P.C. y la doctrina (PALACIO, Lino, Derecho Procesal Civil, Bs. As., Abeledo Perrot, 1.983, tomo VI, p. 148, letra c). 

En contra de dicha sentencia, el Sr. P. interpone recursos de Inconstitucionalidad y Casación ante esta Sede. 

II.- EL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTO. 

Sostiene el recurrente que la decisión dictada es arbitraria por violar el derecho de defensa en juicio y el debido proceso, en tanto ha efectuado un análisis erróneo, ilógico e inequitativo del material fáctico y de la prueba conducente a la solución de la causa. El error del a-quo consiste en entender equivocadamente que las partes escondieron al juez de la segunda causa la existencia de la primera. La sentencia ha omitido merituar correctamente la Escritura n° 68 de fecha 15/03/1988, de la que surge que las partes jamás buscaron ocultar dicho convenio, sino que por el contrario actuaron durante años sujetándose a sus términos. Su mención en la causa posterior de divorcio vincular parecía innecesaria, ya que el mismo se encontraba homologado y los bienes habían sido vendidos prácticamente en su totalidad a los términos de lo convenido. Agrega que más de 24 años después de celebrado el acuerdo sobre liquidación de bienes (1.985) y habiendo pasado casi 20 años desde que se decretó el divorcio vincular en los autos n° 107.421 (año 1.991), cuando queda un solo bien que originariamente integró el acervo ganancial y que fue adjudicado por común acuerdo a su persona, la Sra. B. pretende desconocer el convenio celebrado. Sostiene que la Cámara incurre en un excesivo rigorismo formal. Señala que el propio actuar de las partes atribuyó autoridad de cosa juzgada a la sentencia de fs. 18 y al convenio de división de bienes homologado. Sostiene que en estos autos se procuró la sentencia de divorcio a los términos del art. 67 bis de la Ley 2393, procurándose en definitiva la separación personal de los cónyuges y la homologación de los acuerdos celebrados respecto de la tenencia de los hijos y de la liquidación de la sociedad conyugal, en tanto que a través del juicio iniciado con posterioridad, cuando ya estaba vigente la Ley 23.515 
, se tramitó el divorcio vincular, con los efectos del art. 217 y 218 
C.C. 

III.- EL RECURSO DE CASACIÓN INTERPUESTO. 

Sostiene el recurrente que la sentencia ha interpretado o aplicado erróneamente los arts. 1306 
, 1197, 1198 
del C.C. y el art. 67 bis de la Ley 2393. A los términos del art. 1306 C.C., la sentencia de separación personal de fs. 18 de autos produjo ipso iure la cesación del régimen legal de bienes con efecto retroactivo a la fecha de la presentación conjunta efectuada. El error del a-quo es evidente cuando sostiene que dicha disolución recién tuvo lugar con la sentencia de divorcio vincular recaída en los autos n° 107.421. Por lo tanto, a los términos del art. 1306, 1197 y 1198 del C.C. resulta correcto entender que la sentencia de fs. 18 disolvió la sociedad conyugal, resultando válido el convenio de división de la misma celebrado por las partes, convenio que incluso fue ejecutado por la propia apelante, quien no puede ahora pretender volver contra sus propios actos. 

IV.- SOLUCIÓN AL CASO. 

Teniendo en cuenta las cuestiones de índole fácticas y jurídicas comprometidas en la presente causa, estimo conveniente el tratamiento conjunto de ambos recursos extraordinarios interpuestos. 

Tal como surge del relato de la causa, las partes involucradas han obtenido dos sentencias de divorcio, ambas por mutuo acuerdo, ante distintos juzgados civiles. La primera de ellas la obtuvieron el 25/10/1985 (con efectos retroactivos al 16/05/1985), ante el Séptimo Juzgado en lo Civil dando origen a los autos n° 53.770; y la segunda la obtuvieron el 02/09/91 (con efectos retroactivos al 16/04/91) tramitada ante el Sexto Juzgado Civil dando origen a los autos n° 107.421. 

Al momento de la primera sentencia de divorcio (autos n° 53.770), la Ley 23.515 no estaba vigente, sino que regía la Ley 2393, cuyo art. 64 disponía que "El divorcio que este Código autoriza consiste únicamente en la separación personal de los esposos, sin que se disuelva el vínculo matrimonial". 

En el marco de dicha Ley 2393, las partes, de común acuerdo, celebraron convenios respecto de la tenencia de los hijos menores y de la disolución de la sociedad conyugal. Dichos convenios fueron homologados por el juez de la causa. El único obstáculo formal con el que se encuentra este proceso es que la sentencia de divorcio y homologación no fue notificada ni inscripta registralmente. 

Por el contrario, la sentencia que obtuvieron en los autos n° 107.421, casi seis años después de la primera, fue notificada e inscripta registralmente, pero en ella nada se dijo respecto de los bienes de la sociedad conyugal. Al momento de interposición de la demanda de divorcio por mutuo acuerdo en tales autos, ya estaba vigente la Ley 23.515. 

La Cámara, en la decisión recurrida, ha dado validez y primacía al segundo proceso, cuya sentencia considera ha pasado en autoridad de cosa juzgada. Sostiene que la sentencia dictada en el primero, así como la homologación de los convenios, carecen de firmeza por cuanto no fueron notificadas ni registradas, resultando irrelevante el cumplimiento de los acuerdos convenidos. 

Estimo equivocado el razonamiento del Tribunal de alzada y por ello propongo su revocación. 

Entiendo que la falta de notificación y registración de la sentencia de divorcio declarada a fs. 18 de los autos n° 53.770 (junto con la homologación de los convenios) en modo alguno puede afectar la validez, entre las mismas partes, de dicha sentencia. 

Las partes han tomado conocimiento efectivo de lo resuelto por el Tribunal y actuaron en consecuencia, lo que se evidencia con el cumplimiento posterior efectuado respecto de los convenios por ellas celebrados. Pretender veinticuatro años después, apelar la sentencia, dejarla sin efecto e incluso intentar su nulidad, resulta sin lugar a dudas contradictorio con los actos propios, jurídicamente relevantes, cumplidos con anterioridad. 

Ha dicho este Tribunal que "La doctrina de los actos propios establece que, a nadie le es lícito hacer valer un derecho en contradicción con su anterior conducta cuando ésta, interpretada objetivamente según la ley, las buenas costumbres o la buena fe, justifica la conclusión de que no se hará valer el derecho, o cuando el ejercicio posterior choque, precisamente, contra la ley, las buenas costumbres o la buena fe" (LS 408056, LS 183-402, LS 203-33). 

En el caso, la escritura traslativa de dominio acompañada a fs. 36/37 por el recurrente, deja en evidencia que la Sra. B. tuvo conocimiento fehaciente de la sentencia de divorcio dictada en los autos n° 53.770 y actuó en consecuencia. En efecto, allí se lee que "...comparecen, por una parte los Señores G. S. P.,. y M. C. B. A.., divorciados judicialmente según sentencia de fecha 25 de octubre de 1985, emanada de los autos número 53.770, tramitados por ante el Séptimo Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de la Ciudad de Mendoza, de la cual una copia debidamente autorizada se encuentra agregada a este mismo protocolo...". Aún más, en dicha escritura se asienta la venta de uno de los inmuebles que formaban parte del convenio de división de la sociedad conyugal y se deja constancia que "el importe de esta operación es percibido íntegramente por la Señora M. C. B. A., en virtud del convenio celebrado en el juicio de divorcio que ambos han tramitado". 

Dicha declaración suple, sin lugar a dudas, la falta de notificación de la sentencia por cuanto, deja en evidencia que las partes tomaron conocimiento de la resolución judicial e, incluso, cumplieron lo allí ordenado. El incumplimiento del requisito formal de la notificación por cédula de la sentencia, no puede ser alegado por las propias partes que intervinieron en el proceso, tomaron conocimiento de la decisión del Tribunal y cumplieron lo resuelto. Además, la Sra. B. no ha siquiera alegado la existencia de algún vicio que pueda haber afectado el consentimiento otorgado a los convenios celebrados, de conformidad a lo dispuesto por el art. 954 
Código Civil, a los fines de fundar la nulidad impetrada. 

Asimismo, la falta de registración de la sentencia de divorcio en el Registro del Estado Civil tampoco priva de firmeza o efectos a dicha sentencia, por cuanto la registración se exige, esencialmente, a los fines de su publicidad ante terceros. 

En este sentido se ha pronunciado también destacada doctrina, si bien en referencia a la sentencia de conversión en divorcio vincular, pero igualmente aplicable a este caso, al señalar que "La falta de inscripción registral de la resolución de conversión, no le quita habilidad nupcial a los divorciados, ni tampoco se la otorga la inscripción; pues para la celebración de un nuevo matrimonio, la ley de fondo no exige que se acompañe la partida de matrimonio con la anotación marginal, sino la copia debidamente legalizada de la sentencia firme (art. 187, Cód. Civil reformado por la Ley 23.515). Lo expuesto nos convence que la sentencia de divorcio vincular...., es título de estado en sentido formal y sustancial y que emplaza en el estado de familia, sin perjuicio que su inscripción registral sirva a los efectos de su publicidad" (Rodriguez Saa, Medina y ots., "Divorcio. Conversión, procedimientos y efectos", Ediciones Jurídicas Cuyo Mendoza, 1987). 

En consecuencia, estimo que la sentencia dictada en los autos n° 53.770 es la que debe tener validez entre las partes y surtir sus efectos, esencialmente, respecto al régimen de disolución de la sociedad conyugal allí convenido. 

La sentencia posterior, obtenida en los autos n° 107.421, deberá ser entendida como una conversión de la primera en divorcio vincular, atento la vigencia a esa fecha de la Ley 23.515. Ello no implica una contradicción como lo señala la Cámara, ni tener dos fechas distintas de sentencias. La de fecha 16 de mayo de 1985, vigente la Ley 2393, reguló la separación personal de los esposos y disolvió la sociedad conyugal. La segunda resolución, con efectos al 16 de abril de 1991, disolvió el vínculo matrimonial. Esta interpretación es la que mejor armoniza los intereses de las partes y, por sobre todo, no vulnera actos firmes cumplidos voluntariamente por los involucrados. 

La recurrida nada dice respecto a la actitud asumida en el segundo proceso, en el cual ambos guardaron silencio respecto al primero. El único que intenta dar una explicación, de algún modo satisfactoria o lógica, es el recurrente en cuanto señala que lo pretendido con la segunda era disolver el vínculo matrimonial. Lo correcto hubiese sido convertir la primer sentencia de separación personal en divorcio vincular, pero frente a las irregularidades, omisiones y consentimientos operados en esta causa, es el Tribunal el que tiene que buscar una solución que ordene y regularice definitivamente la situación de las partes involucradas. 

En virtud de lo expuesto, si mi voto resulta compartido por mis distinguidos colegas de Sala, corresponde hacer lugar a los recursos interpuestos, revocar la sentencia dictada y disponer que la sentencia dictada en los autos n° 53.770 es la que debe tener validez entre las partes y surtir sus efectos, esencialmente, respecto al régimen de disolución de la sociedad conyugal allí convenido. La sentencia posterior, obtenida en los autos n° 107.421, deberá ser entendida como una conversión de la primera en divorcio vincular, atento la vigencia a esa fecha de la Ley 23.515. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y ADARO, adhieren al voto que antecede. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Atento lo resuelto en la cuestión anterior, corresponde hacer lugar a los recursos extraordinarios interpuestos y, en consecuencia, revocar la sentencia dictada a fs. 69/71 vta. de los autos n° 53.778/35.085, caratulados: "B. DE P. MARÍA CRISTINA Y G. S. P. P/ DIVORCIO" por la Segunda Cámara de Apelaciones de la Primera Circunscripción Judicial. En su lugar, deberá ordenarse que la sentencia dictada en los autos n° 53.770 es la que debe tener validez entre las partes y surtir sus efectos, esencialmente, respecto al régimen de disolución de la sociedad conyugal allí convenido. La sentencia posterior, obtenida en los autos n° 107.421, deberá ser entendida como una conversión de la primera en divorcio vincular, atento la vigencia a esa fecha de la Ley 23.515. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y ADARO, adhieren al voto que antecede. 

A LA TERCERA CUESTIÓN, EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Atento lo resuelto en las cuestiones anteriores, corresponde imponer las costas de esta instancia a la recurrida vencida (arts. 36(reg:leg12169.36) y 148 
C.P.C.). 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y ADARO, adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A : 

Mendoza, 16 de junio de 2.011. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

I.- Hacer lugar a los recursos de Inconstitucionalidad y Casación interpuestos en contra de la sentencia dictada a fs. 69/71 vta. de los autos n° 53.770/35.085, caratulados "B. d. P. M. C. Y G. S. P. P/ DIVORCIO" por la Segunda Cámara de Apelaciones de la Primera Circunscripción Judicial, la que se revoca y en su lugar se dispone: 

"1. Rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 24 y, en consecuencia, declarar que la sentencia dictada a fs. 18 de estos autos n° 53.770 es la que debe tener validez entre las partes y surtir sus efectos, esencialmente, respecto al régimen de disolución de la sociedad conyugal allí convenido. La sentencia posterior, obtenida en los autos n° 107.421, deberá ser entendida como una conversión de la primera en divorcio vincular, atento la vigencia a esa fecha de la Ley 23.515." 

"2. Imponer las costas a la apelante vencida". 

"3. Diferir las regulaciones de honorarios hasta tanto se actualicen los honorarios regulados en primera instancia". 

II.- Imponer las costas por los recursos extraordinarios a la recurrida vencida. 

III.- Diferir la regulación de honorarios hasta que se regulen en las instancias inferiores. 

IV. Líbrese cheque a la orden del recurrente por la suma de pesos DOSCIENTOS ($ 200), con imputación a las boletas de depósito obrantes a fs. 1, 2, 22 y 23.- 

Notifíquese. 

Dr. Fernando ROMANO 

Dr. Jorge Horacio NANCLARES 

Dr. Mario Daniel ADARO


